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RESOLUCION  1109
Listado de medidas que podrán ser mantenidas por los Países Miembros al amparo de lo dispuesto en el artículo 5 de la Decisión 659

LA SECRETARIA GENERAL DE LA COMUNIDAD ANDINA,


VISTOS: Los Artículos 54 y 79 del Acuerdo de Cartagena, el artículo 15 de la Decisión 439, la Decisión 634 y el artículo 5 de la Decisión 659 de la Comisión de la Comunidad Andina,


CONSIDERANDO: 


Que, el artículo 5 de la Decisión 659 ”Sectores de servicios objeto de profundización de la liberalización o de armonización normativa“ estableció que los Países Miembros podrán mantener, según la normativa nacional vigente en cada uno de ellos, las medidas relativas a la exigencia de sociedad anónima como forma jurídica para los proveedores de servicios públicos, explotación o exploración de recursos naturales, ejecución de obras públicas, sociedades portuarias, servicios de radiodifusión, y las relativas a la exigencia de presencia local para los proveedores de servicios públicos;

Que, para mantener las referidas medidas, los Países Miembros que lo estimaran conveniente, debían presentarlas en un listado a la Secretaría General, a más tardar dos meses después de la entrada en vigencia de la Decisión 659, a fin de que fueran publicadas mediante Resolución en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena;

Que con fecha 14 de febrero de 2007, mediante Oficio DIES 7, del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de Colombia, y con fecha 16 de febrero de 2007, mediante Facsímil No. 82-2007-MINCETUR/VMCE/DNINCI del Ministerio de Comercio Exterior y Turismo del Perú, ambos países remitieron oportunamente las listas de medidas vigentes en sus ordenamientos jurídicos, relativas a la exigencia de sociedad anónima como forma jurídica para los proveedores de servicios públicos, explotación o exploración de recursos naturales, ejecución de obras públicas, sociedades portuarias, servicios de radiodifusión, y las relativas a la exigencia de presencia local para los proveedores de servicios públicos;

Que, mediante comunicaciones SG-F/511/242/2007 y SG-F/511/240/2007, del 23 de marzo de 2007, la Secretaría General remitió a Colombia y Perú, respectivamente, sus observaciones jurídicas en torno a las medidas por ellos listadas, a fin de que en un plazo de 10 días hábiles fueran ajustadas a las normas de forma que se listaran las medidas que efectivamente cumplen con las condiciones enunciadas en el artículo 5 de la Decisión 659;

Que, en esa misma fecha, mediante comunicación SG-F/511/244/2007 la Secretaría General requirió al Gobierno del Ecuador el envío de su lista, la cual fue remitida por dicho Gobierno mediante la comunicación No. 13074PEI/DGINC del 22 de marzo de 2007;

Que, el 18 de abril de 2007, mediante comunicación SG-F/511/338/2007 este órgano comunitario remitió a Ecuador sus observaciones jurídicas respecto a sus medidas listadas, tal como ocurriera con Perú y Colombia;

Que, habiendo recibido las listas de Ecuador, Colombia y Perú, a la Secretaría General le corresponde dar cumplimiento al mandato conferido en el artículo 5 de la Decisión 659 de publicar mediante Resolución las listas de medidas vigentes que se amparan en las condiciones previstas en el mencionado artículo 5 de la Decisión 659, es decir, la Secretaria General únicamente puede publicar medidas que cumplan con las condiciones previstas en dicha norma, en los casos relacionados con: i) proveedores de servicios públicos, explotación o exploración de recursos naturales, ejecución de obras públicas, sociedades portuarias y servicios de radiodifusión; en lo referente al mantenimiento de la exigencia de sociedad anónima como forma jurídica, y ; ii) proveedores de servicios públicos, en lo relativo a la exigencia de presencia local;

Que, toda vez que el artículo 5 de la Decisión 659 hace referencia a servicios públicos y que vista la normativa andina no existe una definición comunitaria de dicho término, para efectos de determinar qué sectores o actividades se consideran servicio público, y por ende, queden amparados en la condiciones previstas en el artículo 5 de la mencionada Decisión 659, esta Secretaría General acudió, en cada caso, a lo dispuesto sobre el particular en las legislaciones internas de los Países Miembros;
DECIDE:


Artículo 1.- Publicar las listas de las medidas que podrán ser mantenidas en el ordenamiento jurídico de cada País Miembro relativas a la exigencia de sociedad anónima como forma jurídica para los proveedores de servicios públicos, explotación o exploración de recursos naturales, ejecución de obras públicas, sociedades portuarias, servicios de radiodifusión, y las relativas a la exigencia de presencia local para los proveedores de servicios públicos, de acuerdo a los señalado en el artículo 5 de la Decisión 659.


Artículo 2.- Medidas listadas por Colombia 
a. 
Relativas a la exigencia de sociedad anónima como forma jurídica

1. Ley 142 del 11 de julio de 1994. Régimen de los Servicios Públicos Domiciliarios


Artículo 1. Ámbito de aplicación de la ley.

Esta Ley se aplica a los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, distribución de gas combustible, telefonía pública básica conmutada y la telefonía local móvil en el sector rural; a las actividades que realicen las personas prestadoras de servicios públicos de que trata el artículo 15 de la presente Ley, y a las actividades complementarias definidas en el Capítulo II del presente título y a los otros servicios previstos en normas especiales de esta Ley.


Artículo 15. Personas que prestan servicios públicos.


Pueden prestar los servicios públicos:


15.1. Las empresas de servicios públicos.


Artículo 17. Naturaleza.

Las empresas de servicios públicos son sociedades por acciones cuyo objeto es la prestación de los servicios públicos de que trata esta Ley.

Parágrafo 1. Las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o nacional, cuyos propietarios no deseen que su capital esté representado en acciones, deberán adoptar la forma de empresa industrial y comercial del estado.

2. Ley 1 del 10 de enero de 1991. Por la cual se expide el Estatuto de Puertos Marítimos 

Artículo 5o. Definiciones. Para la correcta interpretación y aplicación de esta Ley se tendrán en cuenta las siguientes definiciones:

5.20. Sociedad portuaria. Son sociedades anónimas, constituidas con capital privado, público, o mixto, cuyo objeto social será la inversión en construcción y mantenimiento de puertos, y su administración. Las sociedades portuarias podrán también prestar servicios de cargue y descargue, de almacenamiento en puertos, y otros servicios directamente relacionados con la actividad portuaria.

3. Ley 335 del 20 de diciembre de 1996. Por la cual se modifica parcialmente la Ley 14 de 1991 y la Ley 182 de 1995, se crea la televisión privada en Colombia
.



Artículo 13. El Artículo 56 de la Ley 182 de 1995 quedará así:

A partir del 1º de enero de 1998, el servicio de televisión será prestado a nivel nacional por los canales nacionales de operación pública y por los canales nacionales de operación privada.

Los concesionarios de los canales nacionales de operación privada deberán ser Sociedades Anónimas con un mínimo de trescientos (300) accionistas. Dichas Sociedades deberán inscribir sus acciones en las Bolsas de Valores.

b. 
Relativas a la exigencia de presencia local para los proveedores de servicios públicos

1. Ley 80 del 28 de octubre de 1993. Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.

Articulo 35. De la Radiodifusión Sonora. Los concesionarios de los servicios de radiodifusión sonora, podrán ser personas naturales o jurídicas, cuya selección se hará por el procedimiento objetivo previsto en esta ley, de acuerdo con las prioridades establecidas en el Plan General de Radiodifusión que expida el Gobierno Nacional.


El servicio de radiodifusión sonora sólo podrá concederse a nacionales colombianos o a personas jurídicas debidamente constituidas en Colombia.

2. Ley 14 del 29 de enero de 1991. Por la cual se dictan normas sobre el servicio de televisión y radiodifusión oficial.

Artículo 37.- Reglas generales. El servicio de televisión a cargo de las entidades estatales prestatarias del servicio será prestado en forma directa, mediante la programación, emisión y transmisión de canales de carácter educativo y cultural, denominados Canales de Interés Público o mediante la programación, emisión y transmisión de programas en espacios reservados para su gestión directa o por cuenta de otras entidades de derecho público.

Este servicio de televisión también será prestado mediante contratos en régimen de concesión o de contratos para la elaboración de programas, los cuales serán otorgados exclusivamente a personas naturales o jurídicas colombianas, reservándose las entidades estatales concedentes la función de emisión y transmisión de las señales de televisión, así como el control posterior de la programación que originan los particulares en virtud de la concesión.

El régimen de concesión es el que se señala en esta Ley para cada clase de entidad pública y los contratos se sujetarán, en lo pertinente, a las disposiciones de la contratación administrativa.

	Consideraciones de la Secretaría General sobre el alcance de la medida:

La presente medida, en lo que se refiere a personas naturales, se encuentra cubierta por el artículo 6 de la Decisión 659, el cual establece que para la prestación de servicios de radio y televisión, “los Países Miembros podrán mantener el requisito de nacionalidad para el otorgamiento de concesiones, autorizaciones y licencias a personas naturales para proveer tales servicios”.

En ese sentido, sólo se encuentra amparada por el artículo 5 de la Decisión 659, la exigencia de presencia local para las personas jurídicas colombianas que presten servicios de televisión. 


3. Acuerdo 10 del 24 de noviembre de 2006. Reglamento del servicio de televisión por suscripción.

Artículo 18.- Concesión es el acto jurídico en virtud del cual la junta directiva de la comisión nacional de televisión autoriza a las personas jurídicas, públicas o privadas, constituidas en Colombia, cuyo objeto social sea el de prestar servicios de telecomunicaciones, para operar y explotar el servicio de televisión por suscripción.

4. Ley 182 del 20 de enero de 1995. Por la cual se reglamenta el servicio de la televisión y se formulan políticas para su desarrollo, se democratiza el acceso a éste, se conforma la Comisión Nacional de Televisión, se promueven la industria y actividades de televisión, se establecen normas para contratación de los servicios, se reestructuran entidades del sector y se dictan otras disposiciones en materia de telecomunicaciones.

Artículo 37. Régimen de prestación. En cada uno de los niveles territoriales antes señalados, el servicio público de televisión será prestado en libre y leal competencia, de conformidad con las siguientes reglas:

4. 
Nivel Local: El servicio de televisión será prestado por las comunidades organizadas, las instituciones educativas, tales como colegios y universidades, fundaciones, corporaciones y asociaciones sin ánimo de lucro y personas jurídicas con ánimo de lucro en municipios hasta de trescientos mil (300.000) habitantes, con énfasis en programación de contenido social y comunitario y podrá ser comercializado gradualmente, de acuerdo con la reglamentación que al efecto expida la Comisión Nacional de Televisión.


Para los efectos de esta Ley, se entiende por comunidad organizada la asociación de derecho, integrada por personas naturales residentes en un municipio o distrito o parte de ellos, en la que sus miembros estén unidos por lazos de vecindad o colaboración mutuos para operar un servicio de televisión comunitaria, con el propósito de alcanzar fines cívicos, cooperativos, solidarios, académicos, ecológicos, educativos, recreativos, culturales o institucionales. El servicio de televisión comunitario será prestado, autofinanciado y comercializado por las comunidades organizadas de acuerdo con el reglamento que expida la Comisión Nacional de Televisión.

5. Ley 336 del 20 de diciembre de 1996. Por la cual se adopta el Estatuto Nacional de Transporte.
Artículo 9. El servicio público de Transporte dentro del país tiene un alcance nacional y se prestará por empresas, personas naturales o jurídicas, legalmente constituidas de acuerdo con las disposiciones colombianas y debidamente habilitadas por la autoridad de transporte competente.

La prestación del servicio público de Transporte Internacional, a más de las normas nacionales aplicables para el caso, se regirá de conformidad con los Tratados, Convenios, Acuerdos y prácticas, celebrados o acogidos por el país para tal efecto.

Artículo 10. Para los efectos de la presente ley se entiende por operador o empresa de transporte la persona natural o jurídica constituida como unidad de explotación económica permanente con los equipos, instalaciones y órganos de administración adecuados para efectuar el traslado de un lugar a otro de personas o cosas, o de unas y otras conjuntamente.

Parágrafo. La constitución de la persona jurídica a que se refiere el presente artículo, no requerirá de autorización previa alguna por parte del Estado.

	Consideraciones de la Secretaría General sobre el alcance de la medida:

Teniendo en cuenta que el transporte internacional se encuentra regulado por la normativa andina a través de las Decisiones 398 (Pasajeros por carretera), 399 (Mercancías por carretera), 288 y 314 (Marítimo), así como las Decisiones 331 y 393 (Multimodal), entre otras, se sale del ámbito del marco general de la Decisión 439 y por consiguiente de la Decisión 659, teniendo de ese modo una regulación especial adecuada a las características particulares del sector, pero basada en los principios y compromisos asumidos en la Decisión 439, que como señala su artículo 5, pasa a aplicarse de manera supletoria:

“Los sectores o subsectores de servicios sometidos a Decisiones sectoriales existentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente Decisión o sus modificatorias, se regulan por las normas contenidas en tales Decisiones. Respecto de dichos sectores y subsectores, las normas previstas en el presente Marco General se aplicarán supletoriamente.”

Las citadas Decisiones, las cuales se encuentran vigentes y en pleno cumplimiento, regulan los requisitos que deben cumplir los prestadores de transporte internacional para operar en la Subregión. 

En razón a lo anterior, la medida listada por Colombia en el numeral 5 del presente literal y artículo podrá mantenerse para efectos de la exigencia de presencia local, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5 de la Decisión 659, únicamente, cuando se trate del servicio público de transporte que se preste dentro del territorio colombiano.



Artículo 3.- Medidas listadas por Ecuador
a.
Relativas a la exigencia de sociedad anónima como forma jurídica

1. Reglamento de Concesiones del Sector Vial.


Decreto Ejecutivo 872, Registro Oficial 182 de 2 de octubre de 2003.

Artículo 22.- Compañía concesionaria.- Las bases precontractuales de licitación y el contrato establecerán, en cada caso, que el tipo de sociedad que deberá constituirse para asumir la concesión ha de ser siempre de tipo anónima, y el objeto social de la misma, deberá ser exclusivo respecto al contrato de concesión a suscribirse. La sociedad será de nacionalidad ecuatoriana y se someterá a las normas vigentes en el país en cuanto a su constitución, funcionamiento y terminación.

El plazo de duración de la sociedad será igual al del contrato de concesión más cinco años, por lo menos.

	Consideraciones de la Secretaría General sobre el alcance de la medida:

Dado que la medida listada contiene a la vez una exigencia de sociedad anónima como forma jurídica y una exigencia de presencia local, se debe entender que:

Respecto de la exigencia de sociedad anónima, ésta sólo podrá ser mantenida, de acuerdo a lo establecido por el artículo 5 de la Decisión 659, para los postores que se presenten bajo la modalidad de concesión de obra pública y de servicio público.


2. Ley de Régimen del Sector Eléctrico. 

Ley No. 000, Registro Oficial Suplemento 43, de 10 de octubre de 1996.

Artículo 34.- De las Empresas de Distribución.- La distribución será realizada por empresas conformadas como sociedades anónimas para satisfacer, en los términos de su contrato de concesión, toda demanda de servicios de electricidad que les sea requerida.

Reglamento a la Ley de Régimen del Sector Eléctrico. Decreto Ejecutivo 2066, Registro Oficial Suplemento 401, 21/NOV/2006

Artículo 9.- Distribución y comercialización.- El servicio público de distribución y comercialización será desarrollado por compañías anónimas, autorizadas por el CONELEC con carácter de exclusividad regulada en las respectivas áreas geográficas, conforme lo estipulado en el contrato de concesión.

b. 
Relativas a la exigencia de presencia local para los proveedores de servicios públicos

1. Ley de Radiodifusión y Televisión. Decreto Supremo No. 256-A 

Artículo 10-A: Cualquier persona natural o jurídica ecuatoriana, que cumpla los requisitos establecidos en esta Ley, podrá obtener la concesión de canales o frecuencias para instalar y mantener en funcionamiento una estación de televisión comercial en capitales provinciales o en ciudades con población aproximada de cien mil habitantes. Estas limitaciones no regirán para las provincias amazónicas, de Galápagos y zonas fronterizas.
	Consideraciones de la Secretaría General sobre el alcance de la medida:

La presente medida, en lo que se refiere a personas naturales, se encuentra cubierta por el artículo 6 de la Decisión 659, el cual establece que “los Países Miembros podrán mantener el requisito de nacionalidad para el otorgamiento de concesiones, autorizaciones y licencias a personas naturales para proveer tales servicios”. 

Respecto al requisito de presencia local para personas jurídicas prestadoras del servicio de radio y televisión, es preciso señalar que el mismo es sólo aplicable a servicios públicos. 

A ese respecto, los artículos 6, 7 y 8 de la Ley de Radiodifusión y Televisión establecen que existen estaciones de radiodifusión que prestan servicios privados y otras que prestan servicios públicos: 

“Artículo 6.- Se reconocen dos clases de estaciones de televisión y radiodifusión:

a) Comerciales privadas; y,

b) De servicio público.

Artículo 7.- Son estaciones comerciales privadas las que tienen capital privado, se financian con publicidad pagada y persiguen fines de lucro.

Artículo 8.- Son estaciones de servicio público las destinadas al servicio de la comunidad, sin fines utilitarios, las que no podrán cursar publicidad comercial de ninguna naturaleza.

Están incluidas en el inciso anterior, las estaciones privadas que se dediquen a fines sociales, educativos, culturales o religiosos, debidamente autorizados por el Estado. (..)”

En virtud a lo antes señalado, la exigencia de presencia local para los prestadores de servicios de radiodifusión sólo podrá ser mantenida al amparo del artículo 5 de la Decisión 659, para las estaciones de radiodifusión o televisión previstas en el literal b) del artículo 6 de la mencionada ley de Radiodifusión y Televisión, es decir, aquellas que presten servicios públicos.


2. Ley de Compañías, Codificación.



Codificación 000, Registro Oficial 312 de 5 de noviembre de 1999.

Artículo 6.- Toda compañía nacional o extranjera que negociare o contrajere obligaciones en el Ecuador deberá tener en la República un apoderado o representante que pueda contestar las demandas y cumplir las obligaciones respectivas.

Sin perjuicio de lo que se dispone en el Artículo 415, si las actividades que una compañía extranjera va a ejercer en el Ecuador implicaren la ejecución de obras públicas, la prestación de servicios públicos o la explotación de recursos naturales del país, estará obligada a establecerse en él con arreglo a lo dispuesto en la Sección XIII de la presente Ley.

En los casos mencionados en el inciso anterior, las compañías u otras empresas extranjeras organizadas como personas jurídicas, deberán domiciliarse en el Ecuador antes de la celebración del contrato correspondiente. El incumplimiento de esta obligación determinará la nulidad del contrato respectivo.

	Consideraciones de la Secretaría General sobre el alcance de la medida:

A efectos de la presente Resolución y en virtud de lo señalado por el artículo 5 de la Decisión 659, la presente medida, al ser una exigencia de presencia local, solo podrá ser aplicable a la prestación de servicios públicos de los Países Miembros y no a la ejecución de obras públicas o explotación de recursos naturales.




3. Reglamento de Concesiones del Sector Vial.



Decreto Ejecutivo 872, Registro Oficial 182 de 2 de octubre de 2003.

Artículo 22.- Compañía concesionaria.- Las bases precontractuales de licitación y el contrato establecerán, en cada caso, que el tipo de sociedad que deberá constituirse para asumir la concesión ha de ser siempre de tipo anónima, y el objeto social de la misma, deberá ser exclusivo respecto al contrato de concesión a suscribirse. La sociedad será de nacionalidad ecuatoriana y se someterá a las normas vigentes en el país en cuanto a su constitución, funcionamiento y terminación.

El plazo de duración de la sociedad será igual al del contrato de concesión más cinco años, por lo menos.

	Consideraciones de la Secretaría General sobre el alcance de la medida:

Dado que la medida listada contiene a la vez una exigencia de sociedad anónima como forma jurídica y una exigencia de presencia local, se debe entender que:

Respecto a la exigencia de presencia local, ésta sólo podrá ser mantenida para los postores que se presenten bajo la modalidad de concesión de servicio público, tal como lo señala el artículo 5 de la Decisión 659.


4. Ley de Hidrocarburos



Decreto Supremo 2967, Registro Oficial 711 de 15 de noviembre de 1978. 

Artículo 3.- El transporte de hidrocarburos por oleoductos, poliductos y gasoductos, su refinación, industrialización, almacenamiento y comercialización, serán realizados por PETROECUADOR o por empresas nacionales o extranjeras de reconocida competencia en esas actividades, legalmente establecidas en el país, asumiendo la responsabilidad y riesgos exclusivos de su inversión y sin comprometer recursos públicos, según se prevé en el tercer inciso de este artículo. 

Artículo 17-A.- Además de las formas contractuales establecidas en el artículo 3, bajo la modalidad de contratos de operación, si conviniere a los intereses del Estado, PETROECUADOR podrá contratar con empresas nacionales o extranjeras, de reconocida competencia en la materia, legalmente establecidas en el país, las que podrán formar entre sí asociaciones, la construcción y operación de oleoductos, poliductos, y gasoductos principales, terminales y plantas de procesamiento de hidrocarburos (…)

Artículo 26.- Las empresas extranjeras que deseen celebrar contratos contemplados en esta Ley deberán domiciliarse en el país y cumplir con todos los requisitos previstos en las leyes.

Estas empresas extranjeras se sujetarán a los tribunales del país y renunciarán expresamente a toda reclamación por vía diplomática. Aquella sujeción y esta renuncia se considerarán implícitas en todo contrato celebrado con el Estado o con PETROECUADOR.

Artículo 68.- El almacenamiento, distribución y venta al público en el país, o una de estas actividades, de los derivados de los hidrocarburos será realizada por PETROECUADOR o por personas naturales o por empresas nacionales o extranjeras, de reconocida competencia en esta materia y legalmente establecidas en el país, para lo cual podrán adquirir tales derivados ya sea en plantas refinadoras establecidas en el país o importarlos.



(…)

El almacenamiento, la distribución y la venta de los derivados en el país, constituyen un servicio público que por su naturaleza no podrá ser suspendido por las personas naturales o por las empresas nacionales o extranjeras que lo realicen.

5. Reglamento para la Aplicación de la Ley de Hidrocarburos.


Decreto Ejecutivo N° 1417, Registro Oficial 364 de 21 de enero de 1994.

Artículo 49.- La Refinación, Transporte y Comercialización.- Ejecución de actividades: La refinación, industrialización, almacenamiento, transporte y comercialización de hidrocarburos podrán ser realizados directamente por PETROECUADOR o, sin necesidad de suscribir contrato específico para tal fin, con el Estado ecuatoriano o con PETROECUADOR, por empresas nacionales o extranjeras, de reconocida competencia en estos campos, previamente calificadas por el Ministerio de Energía y Minas, para lo cual deberán establecerse legalmente en el Ecuador. La comercialización, distribución y venta al público de derivados, podrán ser realizadas, también por personas naturales, previamente calificadas por el Ministerio del Ramo.
Artículo 4.- Medidas listadas por Perú

a.
Relativas a la exigencia de sociedad anónima como forma jurídica

1. Ley General de Servicios de Saneamiento – Ley 26338

Artículo 18o.- Las entidades prestadoras públicas de mayor tamaño deben constituirse como sociedades anónimas sujetas a la Ley General de Sociedades, debiendo las menores adoptar otras formas de constitución, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento de la presente Ley.

2. Reglamento de la Ley General de Servicios de Saneamiento – D.S. No. 09-95-PRES

Artículo 26.- Las EPS, tomando en consideración el número de conexiones de agua potable, se clasifican en:

a) EPS de mayor tamaño, cuando el número de conexiones supera las 10,000, constituyéndose como sociedades anónimas de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 18 de la Ley General.

b) EPS de menor tamaño, cuando el número de conexiones es menor de 10,000 y mayor de 1,000 conexiones, constituyéndose como sociedades comerciales de responsabilidad limitada.

	Consideraciones de la Secretaría General sobre el alcance de la medida:

A efectos de la presente Resolución la medida sólo podrá ser mantenida respecto de la exigencia prevista en el literal a) del artículo 26 del Reglamento de la Ley General de Servicios de Saneamiento, ya que el literal b) no exige el requisito de sociedad anónima como forma jurídica para prestar el servicio, según lo dispuesto en el artículo 5 de la Decisión 659. 


b.
Relativas a la exigencia de presencia local para los proveedores de servicios públicos

1. Ley General de Hidrocarburos – Ley 26221

Artículo 15º.-Las empresas extranjeras, para celebrar Contratos al amparo de la presente Ley, deberán establecer sucursal o constituir una sociedad conforme a la Ley General de Sociedades, fijar domicilio en la capital de la República del Perú y nombrar Mandatario de nacionalidad peruana. Las personas naturales extranjeras deberán estar inscritas en los Registros Públicos y nombrar apoderados de nacionalidad peruana, con domicilio en la capital de la República del Perú.

	Consideraciones de la Secretaría General sobre el alcance de la medida:

La Ley General de Hidrocarburos sólo reconoce como servicio público al servicio de distribución de gas natural: 

“Artículo 79º.- La distribución de gas natural por red de ductos es un servicio público. El Ministerio de Energía y Minas otorgará concesiones para la distribución de gas natural por red de ductos a entidades nacionales o extranjeras que demuestren capacidad técnica y financiera.”

En ese sentido la exigencia de presencia local establecida en el artículo 15 de la Ley 26221 sólo podrá ser aplicable a los proveedores del servicio de distribución de gas natural, y no al transporte o almacenamiento de hidrocarburos.


2. Reglamento de distribución de gas natural – D.S. No. 042-99-EM

2.6 Concesionario: Persona jurídica nacional o extranjera, establecida en el Perú conforme a las leyes peruanas, a quien se le ha otorgado una Concesión.


Artículo 5.- Comuníquese a los Países Miembros la presente Resolución, la cual entrará en vigencia a partir de su fecha de publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena.


Dada en la ciudad de Lima, Perú, a los once días del mes de junio del año dos mil siete.

FREDDY EHLERS
Secretario General
RESOLUCIONES
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LISTADO DE MEDIDAS QUE PODRÁN SER MANTENIDAS POR LOS PAÍSES MIEMBROS AL AMPARO DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 5 DE LA DECISIÓN 659














� 	La legislación colombiana considera el servicio de televisión como un servicio público en el artículo 1 de la Ley 14 del 29 de enero de 1991: Naturaleza Jurídica del Servicio. La televisión es un servicio Público cuya prestación está a cargo del estado a través del Instituto Nacional de Radio y Televisión, Inravisión, y de las organizaciones regionales de televisión. Su explotación se podrá contratar en forma temporal con personas naturales o jurídicas, dentro de los principios y objetivos de la presente ley”.





� 	La presente medida se encuentra conforme a lo establecido en el artículo 5 de la Decisión 659, dado que los servicios de radiodifusión fueron excluidos del ámbito de aplicación de la Decisión 462 y que los mencionados servicios son considerados servicios públicos por el Decreto 1447 del 30 de agosto de 1995, que en su artículo 1 señala: La radiodifusión sonora es un servicio público de telecomunicaciones, a cargo y bajo la titularidad del Estado, orientado a satisfacer necesidades de telecomunicaciones de los habitantes del territorio nacional y cuyas emisiones se destinan a ser recibidas por el público en general.


� 	Op. cit. La legislación colombiana considera el servicio de televisión como un servicio público en el artículo 1 de la Ley 14 del 29 de enero de 1991.





� 	La legislación colombiana considera el servicio de televisión por suscripción como un servicio público en el artículo 1 del Acuerdo 014 de 1997: Artículo 1º. Objeto. El presente Acuerdo regula las condiciones de operación y explotación del servicio público de televisión por suscripción en todo el territorio colombiano.


� 	El artículo 3 del Reglamento de Concesiones del Sector Vial, que en su definición de concesión vial establece una distinción entre concesión de obra pública, servicio público y de uso:


	Concesión vial.- Es la modalidad de delegación al sector privado o mixto que otorga el ente concedente a favor de un concesionario, de conformidad con las normas de la Ley de Modernización, el Reglamento Sustitutivo de la Ley de Modernización y el presente reglamento, para que realice una o más actividades que conforman el sector vial, efectuando las inversiones y asumiendo los riesgos técnicos y financieros que se prevean en las bases de licitación y el contrato, a cambio de la retribución económica que se acuerde. Las concesiones del sector vial podrán corresponder a las modalidades de concesión de obra pública, de servicio público o de uso, o combinación de ellas.


	Bajo la modalidad de concesión de obra pública se podrán concesionar actividades tales como construcción, reconstrucción, rehabilitación, reparación, gestión de conservación vial, mantenimiento, y otras relacionadas con ejecución de actividades de infraestructura.


	Bajo la modalidad de concesión de servicio público se podrán concesionar actividades tales como administración, gestión u operación de infraestructura vial, estaciones de peajes o pesajes o prestación de servicios accesorios.


	Bajo la modalidad de concesión de uso se podrá concesionar el uso o usufructo por un tiempo determinado de infraestructura, espacios, áreas, zonas, derechos que se encuentren en las zonas aledañas a los proyectos viales o en las zonas que constituyen el derecho de vía.





� 	La legislación ecuatoriana considera el suministro de energía eléctrica un servicio público. Ley del Régimen del Sector Eléctrico. Artículo 1.- Deber del Estado.- El suministro de energía eléctrica es un servicio de utilidad pública de interés nacional; por tanto, es deber del Estado satisfacer directa o indirectamente las necesidades de energía eléctrica del país, mediante el aprovechamiento óptimo de recursos naturales, de conformidad con el Plan Nacional de Electrificación.


� 	El artículo 3 del Reglamento de Concesiones del Sector Vial, que en su definición de concesión vial establece una distinción entre concesión de obra pública, servicio público y de uso


	Concesión vial.- Es la modalidad de delegación al sector privado o mixto que otorga el ente concedente a favor de un concesionario, de conformidad con las normas de la Ley de Modernización, el Reglamento Sustitutivo de la Ley de Modernización y el presente reglamento, para que realice una o más actividades que conforman el sector vial, efectuando las inversiones y asumiendo los riesgos técnicos y financieros que se prevean en las bases de licitación y el contrato, a cambio de la retribución económica que se acuerde. Las concesiones del sector vial podrán corresponder a las modalidades de concesión de obra pública, de servicio público o de uso, o combinación de ellas.


	Bajo la modalidad de concesión de obra pública se podrán concesionar actividades tales como construcción, reconstrucción, rehabilitación, reparación, gestión de conservación vial, mantenimiento, y otras relacionadas con ejecución de actividades de infraestructura.


	Bajo la modalidad de concesión de servicio público se podrán concesionar actividades tales como administración, gestión u operación de infraestructura vial, estaciones de peajes o pesajes o prestación de servicios accesorios.


	Bajo la modalidad de concesión de uso se podrá concesionar el uso o usufructo por un tiempo determinado de infraestructura, espacios, áreas, zonas, derechos que se encuentren en las zonas aledañas a los proyectos viales o en las zonas que constituyen el derecho de vía.





� 	La legislación ecuatoriana considera el transporte de hidrocarburos un servicio público. Decreto Supremo 2967. Artículo. 57.- (Carácter de servicio público).- El transporte de hidrocarburos por oleoductos o gasoductos tiene el carácter de servicio público. 





� 	La legislación peruana considera al servicio de saneamiento como un servicio público. Ley General de Servicios de Saneamiento. Artículo 3o.- Declárese a los Servicios de Saneamiento como servicios de necesidad y utilidad pública y de preferente interés nacional, cuya finalidad es proteger la salud de la población y el ambiente.


� 	La legislación peruana reconoce al servicio de distribución de gas natural como un servicio público. Reglamento de distribución de gas natural. “Artículo 1º. - Las disposiciones del presente Reglamento norman lo referente a la actividad del servicio público de Distribución de Gas Natural por Red de Ductos, incluyendo los procedimientos para otorgar Concesiones, para fijar las Tarifas, normas de seguridad, normas sobre protección del Ambiente, disposiciones sobre la autoridad competente de regulación, así como normas vinculadas a la fiscalización.





